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BOLETIN Nº 3.761-10.

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACIÓN LATINOAMERICANA SOBRE PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE CONVENIO ENTRE CHILE E ISLANDIA PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES.

HONORABLE CÁMARA:

La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa, en primer trámite constitucional y sin urgencia, sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Islandia para la promoción y protección recíproca de las inversiones”, suscrito en Kristiansand, Islandia, el 26 de junio de 2003.

El objeto de este tratado bilateral es regular los derechos y obligaciones del país receptor de capitales invertidos en su territorio por nacionales del otro país, compatibilizando los legítimos intereses de las partes y favoreciendo, de ese modo, la transferencia y movilidad de capitales entre ambos países.

I.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes y previamente al análisis de fondo de este instrumento internacional, se hace constar:


1°) Que las disposiciones del Convenio en trámite no requieren de quórum especial para aprobación parlamentaria ni que sean especialmente informadas por la H. Comisión de Hacienda.


2°) Que en el estudio de estas iniciativas la Comisión escuchó al Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Claudio Troncoso Repetto, y al señor Ricardo Vásquez, funcionario del Departamento de Servicios, Inversiones y Transportes de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales del mismo Ministerio, quienes dieron, en lo sustancial, opiniones favorables a la aprobación del Convenio en informe, análogas a las que se proporcionan en el mensaje de S. E. el Presidente de la República.


3°) Que el proyecto de acuerdo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes: señora Allende Bussi, doña Isabel, y señores Bayo Veloso, don Francisco; Masferrer Pellizzari, don Juan, y Riveros Marín, don Edgardo.


4°) Que por unanimidad se designó Diputado Informante a la H. Diputada PÉREZ SAN MARTÍN, doña LILY.

II.- ANTECEDENTES GENERALES.


1º) Islandia, cuyo Jefe de Estado es el Excmo. señor Olafur Ragnar Grimsson, es un Estado insular que forma parte de Europa y que se encuentra ubicado al norte de dicho continente, entre el mar de Groenlandia y el Océano Atlántico, al noroeste del Reino Unido.


Tiene una superficie de 103.000 kilómetros cuadrados y su población, según censo de 2004, es de 293.966 habitantes, principalmente de origen noruego. Se ubica en el séptimo lugar de los países menos poblados del mundo.


Su índice de alfabetización, el más alto del mundo, es del 99,9%, y su población es luterana evangélica en un 87,1%, protestante, en un 4,1%, o católica, en un 1,7%. Su ingreso per cápita, estimado al 2003, es de US$ 30.900. Su producto interno bruto es superior a los US$ 470 mil millones, equivalente al 5% del PIB de la Unión Europea.


Su comercio exterior asciende a los US$ 313 mil millones, con importaciones por US$ 145 mil millones. El 6% de su intercambio comercial se realiza con América Latina.


Su Parlamento unicameral, conocido como “Althing”; creado el año 930, es el más antiguo del mundo, conformado por 63 miembros elegidos por voto directo, por un período de cuatro años. Sus partidos políticos son: el de la Independencia (conservador); el de la Alianza Popular (socialistas); el del Progreso (centroizquierdista); el Socialdemócrata; el Liberal, y la Alianza Izquierda-Verde.


Su industria está principalmente desarrollada en el procesado de la pesca, la refinación de aluminio, la producción de ferrosílices, y la energía geotérmica 1).


2º) Las cifras del intercambio bilateral indican que las exportaciones de Chile a Islandia, en los último año ascienden a US$ 2.200.714,41 y las importaciones nacionales desde dicho país , en el mismo período, fueron de US$ 2.834.107,30. 


Por otra parte, las inversiones extranjeras procedentes de Islandia, autorizadas en el período 1974-2003, sumaron US$ 6.220.000 y las materializadas fueron de US$ 4.965.000 2).


El Convenio de promoción y protección recíproca de inversiones sometido a la consideración de la H. Cámara debiera fortalecer las condiciones de apertura y estabilidad para el acceso y desarrollo según las normas del Tratado de Libre Comercio celebrado entre Chile y los Estados Miembros de la Asociación Europea de Libre Comercio (AELC), las que han sido confirmadas en los Convenios bilaterales que nuestro país ha celebrado con los cuatro países miembros de la AELC, de los cuales ya ha ratificado los suscritos con Liechtenstein, Noruega y Suiza; falta por ratificar sólo el que se os informa en este acto.


3º) La H. Cámara ha dado su aprobación a más de una treintena de estos tratados internacionales, en los cuales su articulado es prácticamente el mismo, ya que las materias que regulan son comunes a todos ellos, como ocurre con los suscritos, por ejemplo, con Argentina,  Bolivia, Brasil, Colombia, Croacia, Dinamarca, Ecuador, El Líbano,  España, Filipinas, Indonesia, República Helénica, Vietnam, Nueva Zelandia, República Federal de Alemania, República Popular China, Rumania, entre otros ya vigentes en el orden interno.

III.- PRINCIPALES COMPROMISOS COMUNES A ESTE TIPO DE

       TRATADOS. 


Este Convenio suscrito con Islandia, del mismo modo que cada uno de los tratados de su tipo, imponen a los Estados Contratantes compromisos que, en lo sustancial, son comunes a ellos, como los siguientes:


1. El de promover en sus respectivos territorios nacionales las inversiones de inversionistas del otro país, efectuadas en conformidad con su legislación, antes o después de la entrada en vigencia del Convenio, y el de protegerlas y no obstaculizarlas en su administración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, venta y liquidación, mediante medidas injustificadas y discriminatorias (artículos II y III).


2. El de garantizar a los inversionistas de la otra Parte Contratante un tratamiento justo y equitativo, no menos favorable que aquél otorgado a sus propios inversionistas o a los de un tercer Estado, si este último fuere más favorable (Nº 1 de artículo IV).


En este caso, se exceptúan expresamente las ventajas concedidas a inversionistas de un tercer Estado sobre la base de una unión económica o aduanera, existente o futura, convenio de libre comercio o de doble tributación (Nº 2 de artículo IV).


3. El de no adoptar medidas que priven, directa o indirectamente, de su inversión al inversionista, a menos que se funden en causa de utilidad pública o interés nacional, no sean discriminatorias, y vayan acompañadas de una compensación inmediata, adecuada y efectiva, basada en el valor del mercado de la inversión afectada y con una tasa comercial normal, convencionalmente fijada, a contar de la fecha de expropiación hasta la fecha de pago.


Al inversionista deberá reconocérsele, además, el derecho a obtener una revisión de la legalidad de las medidas adoptadas en contra de su inversión, mediante el debido procedimiento legal llevado a cabo en el territorio de la Parte Contratante que adopte una medida expropiatoria de la inversión.


Además, al inversionista deberá reconocérsele el derecho a ser compensado, indemnizado o reparado mediante un pago justo de las pérdidas que sufra su inversión como consecuencia de un conflicto armado, revolución, estado de emergencia o rebelión producida en el Estado receptor de la inversión (artículo V).


4. El de garantizarle a los inversionistas la libre transferencia y sin demora de los fondos relacionados con la inversión, en moneda de libre convertibilidad, en particular, aunque no exclusivamente, los retornos, intereses, dividendos, rentas, utilidades y otros rendimientos; amortizaciones de préstamos del exterior relacionados con la inversión, el capital o el producto de la venta o liquidación total o parcial de una inversión y las compensaciones por causa de nacionalización o expropiación (artículo VI).


5. El de reconocer, en virtud del principio de subrogación, los derechos de la Parte Contratante que hubiere efectuado un pago al inversionista por las garantías financieras que le hubiere otorgado contra riesgos no comerciales de la inversión efectuada en el territorio de la otra Parte Contratante (artículo VII).


6. El de resolver las controversias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante mediante consultas amistosas o recurriendo a los tribunales locales de la Parte Contratante receptora de la inversión o al arbitraje internacional del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI), creado por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, vigente en Chile como ley de la República, o al arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI), en uno u otro caso de arbitraje, con el consentimiento del Estado parte en la controversia (Nºs. 1 y 2 de artículo VIII).


La sentencias arbitrales serán definitivas y obligatorias, y se ejecutarán sin demora de acuerdo con la legislación nacional de la Partes Contratante en cuestión (Nº 5 de artículo VIII).


Las Partes Contratantes se comprometen a tratar por medio de canales diplomáticos las controversias relativas a la interpretación o aplicación del Convenio, y si ellas no pudieren ser solucionadas por esa vía, dentro de seis meses, a solicitud de cualquiera de ellas será sometida a un tribunal de arbitraje ad hoc, formado en la forma que señala el Convenio y con poder de decidir definitiva y obligatoriamente la controversia (artículo IX).


7. El Convenio permanecerá vigente por un período de diez años. Con posterioridad se mantendrá vigente por doce meses a contar de la fecha en que una de las Partes lo denuncie (artículo X).

IV.- DECISIONES DE LA COMISIÓN.


A) Aprobación del proyecto de acuerdo.


Al término de su estudio, la Comisión compartió plenamente los propósitos que han llevado a los Gobiernos de Chile e Islandia a suscribir este Convenio y concluyó en que sus disposiciones se remiten a la legislación interna de cada Estado en aspectos fundamentales, como la determinación del concepto de persona natural y jurídica; al fijar las condiciones de la inversión, de su promoción y protección, las medidas privativas o restrictivas que pudieren afectarla y los recursos que se pueden intentar en contra de dichas medidas; además se contempla la exigencia de permanencia mínima por un año del capital extranjero invertido en el país, como lo exige el decreto ley N° 600, de 1974 (Nº 3 de artículo VI).


Por lo expuesto, la Comisión decidió, por la unanimidad ya informada, proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación al artículo único de proyecto de acuerdo en trámite, con modificaciones formales que tienen por objeto precisar el lugar de su firma, según consta en la copia del texto auténtico sometido a la consideración de la H. Cámara.


B) Texto sustitutivo que propone la Comisión.


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Islandia para la promoción y protección recíproca de las inversiones”, suscrito en Kristiansand, Islandia, el 26 de junio de 2003.”.

)=========(


Discutido y despachado en sesión del 12 de abril de 2005, con asistencia del H. Diputado Riveros Marín, don Edgardo (Presidente de la Comisión, por mandato del artículo 232 del Reglamento); de las HH. Diputadas Allende Bussi, doña Isabel; Pérez San Martín, doña Lily; González Román, doña Rosa;  y de los HH. Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Mora Longa, don Waldo; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo.


SALA DE LA COMISIÓN, a 12 de abril de 2005.


FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,


Abogado Secretario de la Comisión.

1) Antecedentes proporcionados por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional.


2) Antecedentes proporcionados por la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.





